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Procuraduría General de la Nación; psicóloga Mónica Cantileno, Directora de Capacitación 
del Programa Seguridad Ciudadana; Inspector Principal (R) José Nalerio; Comisario 
Inspector Gustavo lurramendi; Comisario Inspector Félix Riestra, Comisario César Rocha; 
Comisaria Miriam de Castro; Comisario Álvaro Vergara; Fiscal Letrada Nacional en lo Civil 
de 12” Turno Graciela González; Fiscal Letrado Departamental de Florida de ler. Turno 
Gilberto Rodríguez; Fiscal Letrado Departamental de Lavalleja 2” Turno Diego Pérez; Fiscal 
Letrada Departamental de Tacuarembó de ler. Turno Mónica Castro; Secretaria Letrada de la 
Fiscalía de Las Piedras Alicia Ghione; Secretaria Letrada en lo Penal de 12* Turno Patricia 
Lanzani. 


SEÑORA PRESIDENTA (Barreiro).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión Especial de género y equidad da la bienvenida a los miembros de la Comisión creada en el 
Seminario "La violencia familiar desde las perspectivas de derechos humanos y género", integrada por la 
Directora de Capacitación, psicóloga Mónica Cantileno, la Coordinadora del Seminario ILANUD -por la 
Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación-, doctora Loreley Calvo, el Inspector Principal (R), 
José Nalerio, el Comisario Inspector Gustavo lurramendi, el Comisario Inspector Félix Riestra, los 
Comisarios César Rocha, Álvaro Vergara y Miriam de Castro, la Fiscal Letrada Nacional en lo Civil de 12* 
Turno, Graciela González, los Fiscales Letrados Departamentales, de Florida de 1* Turno, Gilberto 
Rodríguez, de Lavalleja de 2” Turno, Diego Pérez, de Tacuarembó de 1” Turno, Mónica Castro, la Secretaria 
Letrada de la Fiscalía de Las Piedras, Alicia Ghione y la Secretaria Letrada en lo Penal de 12* Turno, doctora 
Patricia Lanzani. 


Tenemos mucho gusto en que nos vengan a contar las conclusiones de los talleres que ustedes realizaron. 
Tuvimos oportunidad de asistir al cierre del Seminario y puedo decir que me resultó muy emotiva la entrega 


de los diplomas a todos quienes participaron del curso. Además, por lo que he oído, se arribó a conclusiones 
positivas que servirán a nuestro trabajo de seguimiento a la ley. 


SEÑORA CALVO.- Soy Directora de la Sección Internacional del Área de Capacitación del Ministerio 
Público y Fiscal. Con el permiso de la señora Presidenta, en nombre del Programa de Seguridad 
Ciudadana y de la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación agradecemos a la Comisión 
Especial de género y equidad por habernos recibido en la tarde de hoy. 


Motiva nuestra visita la necesidad de poner en conocimiento de esta Comisión las conclusiones a las que se 
ha arribado en el Seminario denominado "La Violencia Familiar desde las Perspectivas de Derechos 
Humanos y Género", a cargo de dos expertos del Programa Mujer y Justicia del Instituto Latinoamericano 
para la Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente. 


Como es de vuestro conocimiento, dicho Seminario fue impulsado por el Ministerio del Interior a través del 
Programa de Seguridad Ciudadana y del Ministerio de Educación y Cultura, por intermedio de la Fiscalía de 
Corte y Procuraduría General de la Nación. 


Participaron del evento los señores Oficiales jefes de la Policía Ejecutiva, designados por el Jefe de Policía de 
Montevideo y los funcionarios técnicos del Ministerio Público y Fiscal, seleccionados por el señor Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación. 


Como metodología de trabajo los participantes identificaron los vacíos encontrados en la aplicación de la Ley 
de Violencia Doméstica, las recomendaciones para subsanar dichos vacíos, las estrategias para introducir las 
recomendaciones en los espacios de toma de decisiones y los recursos necesarios para lograr las estrategias 
planteadas, desde un absoluto compromiso con el desempeño de sus funciones y con una valorable visión 
autocrítica desde las instituciones a las que pertenecen. 


No obstante, las circunstancias en las que se elaboró este trabajo, el último día del Seminario se entendió que 
podía ser un buen aporte en la mejora de la aplicación de la ley transmitirla a las instancias involucradas en la 
implementación de la tutela, protección y promoción de las personas que están afectadas por la violencia 
intrafamiliar. A tales efectos, se decidió crear una Comisión integrada por representantes de los participantes 
del grupo. 


Hoy la Comisión en pleno concurre a los efectos de poner en vuestro conocimiento las conclusiones que 
fueron fruto de esta instancia de capacitación donde se estudió el problema desde las perspectivas de 
derechos humanos y género. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Voy a dar lectura a las conclusiones a que arribó este grupo de trabajo del 
Seminario, como una forma de aportar elementos a esta Comisión. Estuvimos estudiando quince días 
el problema de la violencia intrafamiliar desde la perspectiva de derechos humanos y género, tomando 
como punto de mira la Ley de Violencia Doméstica y su aplicación efectiva en nuestro país. 


En cuanto a los vacíos, empezaremos diciendo: "No existe un protocolo y plan permanente de actuación en 
violencia familiar. Sería conveniente la formulación de un protocolo único de recomendaciones de abordaje 
para el tema". Esto implica, como forma aclarativa, que quienes allí estuvimos, tanto desde el punto de vista 
del Ministerio Público como desde el punto de vista policial, encontramos que las actuaciones se rigen más 
que nada desde lo individual pero no ajustándose a un plan de trabajo en conjunto. Entonces, todo depende de 
quién sea el Juez, el Fiscal y el funcionario que dé cuenta, porque cada uno trabaja esta ley en forma diversa. 
Hay una diversificación de interpretaciones que a veces crea problemas, porque asuntos que podrían ser 
tratados más profundamente, a veces no son tomados muy en cuenta, justamente porque depende del 
operador de ese momento. Esto es lo que nos motivó, luego de las discusiones en grupo y de los análisis, a 
hacer los aportes de todos los que participaron y llegar a esa conclusión. Por supuesto, faltaron operadores 
del Poder Judicial, pero sabemos que ellos hicieron un Seminario recientemente y también llegaron a 
conclusiones parecidas. 


Quiere decir que estamos en un camino correcto al plantear esta problemática, que nos preocupa a quienes 
estamos inmersos en el tema de la violencia doméstica. 


SEÑOR VERGARA.- En nombre del Ministerio del Interior y de la Policía de Montevideo, agradezco 
la oportunidad de concurrir a esta Comisión para expresar las conclusiones a las que llegamos en el 
seminario a que hizo referencia la señora Fiscal. El siguiente vacío que constatamos es el siguiente: 
"Falta concientización en el personal policial, fiscal y judicial acerca de la temática de la violencia 
familiar". Por ende, entendemos -en otra de las estrategias se establece- que es necesaria una mayor 
capacitación. En lo que a mí respecta, en el caso policial, si bien existió y existe capacitación, no ha 
llegado a los grados necesarios ni ha alcanzado a todos los niveles de los policías. Este es un tema que, 
como decía la señora Fiscal, a veces se suele banalizar, y eso genera un manejo irregular del problema 
de la violencia doméstica. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Un tercer vacío es: "Se detectan en algunos integrantes del Sistema Judicial, 
Fiscal y Policial preconceptos que los llevan a minimizar los casos que involucran situaciones de 
violencia familiar. Esta situación los lleva a no cumplir con el espíritu de la Ley que habilita a la 
aplicación inmediata de medidas cautelares". 


SEÑOR VERGARA.- Otro vacío es el siguiente: "El personal policial que fue capacitado previamente 
en la materia, no ha sido destinado a puestos de trabajo en donde pudieran aplicar lo aprendido". Esto 
se relaciona con lo que dije anteriormente. Se trata de personal capacitado que, por distintas 
circunstancias -llamémosle burocráticas- a veces ha ido a cumplir otra misión, y entonces hemos 
"perdido" -entre comillas- a ese hombre o mujer que podía estar manejando la situación de otra 
manera. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Continúo: "Hay carencias y dificultades en el funcionamiento de los 
mecanismos de control del Sistema de Justicia, y no hay retroalimentación entre los Sistemas Policial, 
Judicial y Ministerio Público. No se está aplicando el Art. 7mo. de la Ley donde el policía debe notificar 
inmediatamente al Juez y al Fiscal Civil". Dicho artículo establece que toda actuación judicial en 
materia de violencia doméstica preceptivamente será notificada al Fiscal que corresponda desde el 
inicio, y que este deberá intervenir en todos los asuntos relativos a las personas e intereses de las 
víctimas de violencia doméstica. 


Esto no se cumple absolutamente en ningún caso. 


SEÑOR VERGARA.- El siguiente vacío es: "La Policía no comunica por falta de directivas, al Juez de 
Familia, ni al Fiscal Civil, dilatando la posibilidad de aplicación inmediata de las medidas cautelares, 
quedando además a merced de las decisiones del Juez Penal, que no debería intervenir en primera 
instancia". En los hechos, si bien la ley es clara en cuanto a la comunicación al Juzgado de Familia, por 
distintas circunstancias dicha comunicación no se lleva a cabo. También hay dificultades de 
interpretación a nivel de algunos Magistrados -eso quedó expuesto en el seminario que organizó el 
Poder Judicial-, y en definitiva eso nos lleva a tener que enterar en primera instancia al Juez en lo 
Penal, que es nuestro referente principal, quien toma decisión, y luego nos desvinculamos. Entonces, 
generalmente la víctima queda en una situación de indefensión. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Los únicos casos en que realmente el Juez de Familia y el Fiscal conocen de 
primera mano se dan cuando presentan la denuncia en la sede. Es el único caso. Los demás pasan, 
primero, por el tamiz penal; lamentablemente es así, porque, inclusive, si el policía se dirige 
directamente al Juez de Familia de turno -eso ya lo hemos hablado con los colegas Jueces- algunos le 
dicen que primero dé cuenta al Juez Penal y luego se dirija a él. En realidad, se dan los dos casos. En 
algunas oportunidades la medida debe tomarla el Juez de Familia porque no se está frente a una 
situación penal, y en otros, en que debe actuado el Juez Penal porque la mujer llega al Juzgado 
lastimada y con lesiones, el Juez dice que no es necesario pasar el caso al Juez Penal y dispone que se 
eleven los antecedentes al Juez de Familia. O sea que se dan los dos extremos y ello es lo que nos tiene 
preocupados porque no se está dando cabal cumplimiento al espíritu de esta ley. 


SEÑOR VERGARA.- El siguiente vacío dice: "No se cuenta con refugios que posibiliten la derivación 
y contención de las víctimas, ni Centros suficientes de Rehabilitación para el victimario". Este ítem, 
obviamente, implica una mayor participación del Estado y también que se tomen en cuenta aspectos 


presupuestales, ya que es una realidad que dejo bien en evidencia siempre que puedo desde el plano de 
la Seccional Policial. Inclusive, hace unos días nos referíamos a casos de víctimas ante el Consejo 
Consultivo, que a veces son niños, pero la gran mayoría son mujeres, que tienen que permanecer en la 
Seccional cuatro, cinco o seis horas con sus hijos porque no tenemos un lugar para dónde derivarlas; la 
Seccional, obviamente, no es el lugar más adecuado para ello. 


SEÑOR PÉREZ.- Sería importante aclarar que esto no solo se da a nivel de la Seccional, porque 
después, cuando nosotros debemos resolver la situación, cumplir con ciertos plazos 0, 
momentáneamente, necesitamos una pericia o un informe social, por ejemplo, esa noche, no sabemos a 
dónde derivar a esa persona. Entonces, reitero, que el problema no se da solo a nivel policial sino que 
también se nos plantea a nosotros en el momento de tomar una decisión. Muchas veces no sabemos qué 
hacer con el niño, con la madre e, inclusive, con el victimario. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- El siguiente vacío dice: "No hay una política de coordinación del Estado con 
los servicios que ofrecen las Organizaciones de la Sociedad Civil que trabajan en la temática.- No son 
suficientes los servicios estatales para atender la problemática de la violencia doméstica.- En algunos 
departamentos del interior del país no se cuenta con una propuesta de servicios para atender la 
temática". Esto también lo han detectado los colegas, y los que venimos del interior lo sabemos. 
Además, aquí en Montevideo se nos plantea la interrogante de hacia dónde enviamos a esas personas 
según los casos, porque todos son diferentes y todos tienen problemáticas distintas. Se puede dar el caso 
de un hijo que tenga problemas de drogas, o de alcohol o psiquiátrico, pero no podemos derivarlos a 
todos al Vilardebó. Además, en el caso de las drogas, los lugares que se ocupan de esta problemática, 
generalmente, son pagos, y nosotros, quienes debemos formular las decisiones y los petitorios 
carecemos de elementos para ayudar a esa familia en problemas. 


SEÑOR VERGARA.- El siguiente vacío dice: "Asimismo, se advierte la dificultad de algunos 
operadores del Derecho en visualizar como casos de violencia doméstica, cuando esta se manifiesta 
como violencia psicológica o emocional". Es decir, que a veces hay una dificultad para interpretar o 
apreciar la situación de la persona agredida, lo que lleva a que se incurra en una derivación incorrecta. 
Cuando nosotros enteramos al Juez en lo Penal y él entiende que debe darse cuenta, por ejemplo -en 
algunos casos-, al Juzgado de Familia, ahí se plantea lo que mencioné hace un instante, es decir, la 
dificultad que tenemos para darle cuenta a ese Juzgado, pero, como dice el siguiente ítem: "No se 
cuenta con Juzgados especializados en materia de violencia familiar, que puedan funcionar las 24 horas 
conjuntamente con el Ministerio Público y Fiscal. A veces tenemos dificultades cuando tenemos un 
problema con menores o la comisión de una falta, porque hay Juzgados que actúan en forma 
permanente; en cambio, los Juzgados de Familia que, como vamos a ver más adelante tienen 
dificultades desde el punto de vista presupuestal y material, no funcionan de esa manera y no hacen las 
audiencias en forma inmediata como los otros Juzgados, sino que las derivan para otro horario. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- El otro vacío dice: "Las medidas cautelares no se dirigen a todo el núcleo 
familiar y no se mantienen hasta la realización de la audiencia". Eso es un hecho notorio que se ha 
detectado y que nos causa serios problemas, puesto que los hechos de violencia se vuelven a reiterar. 


SEÑOR VERGARA.- Desearía agregar que en la práctica cotidiana, muchas veces vemos que, a pesar 
de que el victimario se encuentre en el Juzgado o en la Seccional, la violencia proviene de familiares, 
que a veces son del entorno del agresor y en ocasiones de la propia víctima; y esto implica una segunda, 
tercera y cuarta intervención policial. 


SEÑORA LANZANTI.- Creo que lo que no han comprendido todavía los operadores que intervienen en 
esta problemática es el tema de las medidas cautelares; hay una gran resistencia a este tipo de medidas, 
que se puede ver como las aplicamos en otros ámbitos pero no en este. Entonces, creo que un tema a 
tenerse en cuenta es el de la explicación de por qué deben tomarse medidas cautelares, que no son en 
contra, sino que constituyen una medida de protección. No queremos que se tome como un ataque, 
pero son muy resistidas y por eso no se toman en el momento procesal correspondiente sino cuando ya 
están enteradas las partes, desvirtuando el fin de la medida que es proteger y prevenir. 


SEÑOR VERGARA.- El otro vacío dice: "No existe transversalidad en el abordaje del tema en todas 
las Unidades Policiales". Se detectó que el tema no es tratado y manejado con la misma intensidad que, 
por ejemplo, en el área en donde trabajo, que es la Comisaría. Lo que se pretende es que se inserte en 
todos los planes de formación del policía; inclusive, en los cursos de pasaje de grado ya hay 
experiencias al respecto, y existe el curso de policía ciudadana que establece este tema, pero la idea es 
extenderlo mucho más aún para que llegue a todas las unidades que son muchas y, por ende, a todo el 
país. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- El siguiente vacío dice: "No se está cumpliendo plenamente con el Art. 20 de 
la ley, que establece que la Suprema Corte de Justicia deberá garantizar la asistencia letrada 
obligatoria a la víctima". Este vacío lo hemos constatado en casos puntuales, y es más notorio en el 
interior del país por la carencia de profesionales, ya que el Defensor de Oficio muchas veces no da 
abasto. Entonces, hay que recurrir a otros y a veces la forma de implementación ha motivado que en 
varios casos la víctima no haya tenido asistencia letrada, sobre todo los fines de semana. Por lo tanto, 
habría que detectar y trabajar este tema un poco más porque es importante. 


El siguiente ítem dice: "No se está cumpliendo a cabalidad con la asistencia pericial establecida en la Ley". 
Esto también es muy importante porque nosotros tendríamos la necesidad en las audiencias, debido a los 
casos de violencia psicológica o emocional, de contar con peritos que nos asesoraran en el momento de la 
audiencia, sobre todo para interrogatorios que son sumamente complejos para detectar los extremos que se 
están denunciando. 


SEÑOR VERGARA.- El siguiente vacío dice lo siguiente: "Falta de información a la víctima y al 
victimario de las resoluciones judiciales que disponen el traslado entre materias". Este es un tema que, 
obviamente, es parte de la práctica del proceso de los abogados y de los fiscales. 


SEÑORA GONZÁLEZ..- Lo que ocurre, cuando, por ejemplo, se da el caso puntual de que una víctima 
realice la denuncia y concurra a la Sede Penal, es que luego -así es el círculo de la violencia, y de ello 
hablamos en el seminario que está estudiado- la retira porque manifiesta que el hombre es el que 
mantiene la casa, que ella lo necesita, que lo único que quería era darle un susto para que eso no se 
repitiera y, en una palabra, porque lo que quería era que el Juez lo rezongara. Entonces, ¿qué hace el 
Juez ante eso? Dispone el archivo pero, a su vez, en cumplimiento de las disposiciones de la ley, remite 
un testimonio al Juzgado de Familia. Eso no se informa a las partes y la víctima vuelve a la casa con el 
victimario. Todo va bien por uno o dos meses; pero, de repente, el victimario recibe una citación del 
Juzgado de Familia a raíz de este tema y la víctima recibe nuevamente castigos porque este le increpa: 
"¿Cómo me fuiste a denunciar nuevamente?". ¿Por qué pasa esto? Porque no se le informó que, sin 
perjuicio de la Sede Penal, está la Sede de Familia que seguirá con el trámite y que estudiará qué es lo 
que pasa con esa familia, cuál es el comportamiento de ambas partes y, sobre todo, si se han reiterado 
los episodios de violencia. Ahí es donde vemos la falta de comunicación, no solo frente a las partes sino 
también entre nosotros. 


Ahora pasamos al capítulo de recomendaciones. 


SEÑOR VERGARA.- La primera es: "Establecer Juzgados de Familia que funcionen en forma 
permanente". Yo agregaría: especializados. Se busca la especialización en la temática violencia 
doméstica, de manera que la Policía pueda recurrir, como expliqué hace instantes, las veinticuatro 
horas del día, porque los hechos ocurren en cualquier horario y lugar y las medidas deben tomarse en 
forma inmediata. 


SEÑORA GHIONE.- Si bien todos estamos de acuerdo en cuanto a los Juzgados especializados en el 
tema, generalmente esas especializaciones son para Montevideo. Es muy importante que no nos 
olvidemos del interior; allí sí hay que reforzar a los Juzgados de Familia porque no habrá posibilidades 
de especialización. 


SEÑOR VERGARA.- Otra recomendación es: "Elaborar, aprobar y difundir un Proyecto de 
Reglamentación del actuar Policial-Judicial, de Salud Pública y del Ministerio Público, que incluya un 


protocolo de abordaje teniendo en cuenta el 'Decálogo de Actuación en Incidentes Familiares', 
elaborado por la Crio. Insp. Psic. Cristina Domínguez". Me parece que es una guía muy importante 
que tendría que tener una mayor difusión. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- También se recomienda: "Sensibilizar y capacitar al personal policial, 
incluyendo la temática transversalmente en todas las Escuelas de Formación Policial". 


SEÑOR VERGARA.- Esto se relaciona con lo anterior en cuanto al vacío de que no todas las unidades 
policiales tratan el tema con la misma intensidad. De ahí que se pretenda sensibilizar a través de la 
educación. 


La siguiente recomendación es: "Racionalizar los Recursos Humanos capacitados en la temática". Es para 
que no ocurra lo que encontramos como vacío, es decir, personal capacitado cumpliendo funciones no 
adecuadas o, por lo menos, que no están vinculados al tema violencia doméstica. 


También se recomienda: "Sensibilizar y capacitar a todos los operadores en la temática de Violencia 
Familiar". Nuevamente se hace hincapié en la educación. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Asimismo, se habla de: "Habilitar espacios físicos diferentes para las partes 
en Sede Judicial". También esto implica un problema edilicio y económico; están todos juntos en un 
mismo pasillo y a veces se reiteran los episodios. Por eso siempre hemos pedido custodia policial; 
inclusive, algunos victimarios han llegado a entrar a los despachos de los Jueces en forma violenta. En 
la sede de la calle Uruguay se han dado casos de ese tipo. Como saben, sólo hay un pasillito en el que 
están todos juntos; y en el turno quizás se atiendan entre cincuenta y sesenta personas. 


También se recomienda: "Crear organismos de contralor" -si bien se dice "contralor", serían de seguimiento- 
de la función Policial y Judicial en la materia. Así como mecanismos de control y seguimiento de las medidas 
cautelares". No es que tratemos de controlar como un organismo de inspección sino que buscamos el 
seguimiento de los casos para ver cómo continúa su desarrollo. Hay casos que, por su gravedad, ameritan un 
seguimiento y un control de las etapas que se han ido cumpliendo. 


SEÑOR VERGARA.- Quería agregar que las medidas cautelares a veces son comunicadas a la 
Seccional Policial, pero como un mero formalismo, porque la Policía no tiene los medios materiales 
como para vigilar o custodiar a una persona en su trabajo, en su lugar de estudio o en su vivienda. Por 
eso digo que si bien hay una comunicación, es imposible proceder y a veces cuando la persona es 
notificada por el Juzgado de Familia, tenemos que lamentar episodios en los que se vuelve a emplear la 
violencia contra la víctima. 


La siguiente recomendación es: "Generar ámbitos de encuentro entre los operadores que trabajan en el tema 
de Violencia Familiar para optimizar el abordaje". Entendemos que es algo importantísimo que todos los que 
tengamos relación con la materia nos podamos reunir y, desde una plataforma autocrítica, exponer todas las 
debilidades y fortalezas para mejorar institucionalmente. Cuando digo "institucionalmente", ya no pienso 
solo en la Policía y en el Ministerio Público y Fiscal sino en hacerlo desde un enfoque sistémico. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Asimismo, se recomienda: "Difundir la integración, funciones, acciones y 
cometidos del Consejo Nacional Consultivo de Lucha contra la Violencia Doméstica establecido por el 
Art. 24 del Cap. VII de la Ley N” 17.514". 


Consideramos muy importante la próxima recomendación: "Contar con equipos multidisciplinarios durante 
todo el proceso". Eso para nosotros es básico a todos los niveles, porque sería la forma de trabajar totalmente 
tranquilos en el tema, sin estar improvisando. A veces, tanto el Juez, el Fiscal como el Defensor en las 
audiencias deben ser psicólogos, psiquiatras, médicos, porque hay que interpretar y elaborar determinadas 
temáticas, a las que no hemos tenido acceso en nuestra formación jurídica. Entonces, cada vez se hace más 
notoria la importancia de los peritos en estas audiencias. 


Cuanto más avanzamos en los trabajos y más practicamos la ley, más notamos las carencias. 


SEÑOR PÉREZ.- Es importante la asistencia de peritos a los efectos de determinar la situación de 
riesgo; en ese aspecto es fundamental. Evidentemente, como decía la doctora, nosotros muchas veces 
carecemos de conocimientos que son necesarios para determinar si esa situación va a devenir en un 
hecho grave. Entonces, es esencial contar con peritos en ese momento. 


SEÑOR VERGARA.- Otra recomendación es: "Crear mecanismos adecuados para la implementación 
del art. 7” de la Ley, de tal manera que la Policía pueda comunicarse directamente con los Fiscales". 
En el artículo 7” se dispone la comunicación al Fiscal por parte de la Policía, pero así como no existen 
directivas claras para enterar a los Jueces -quizás por falta de coordinación-, tampoco existen 
mecanismos para enterar a los Fiscales, que también deberían tener un servicio las veinticuatro horas 
del día. 


Se recomienda: "Crear incentivos para las Organizaciones Privadas que colaboran con las Instituciones 
Públicas que trabajan en el tema de prevención, protección, asistencia y erradicación de la violencia 
doméstica". Eso se haría como forma de estimularlos a fin de que continúen en esa tarea tan importante. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Otra recomendación es: "Que se divulgue el servicio 08004141 de asistencia 
telefónica y que ofrezca una mayor cobertura". 


Asimismo, se habla de: "Promover la aplicación de los mecanismos de defensa de los Derechos Humanos de 
las Mujeres a nivel internacional". Eso es, sobre todo, en la aplicación de la Convención de Belén do Pará; se 
trata de convenciones que procuran erradicar la violencia contra la mujer. 


Pasamos al capítulo de las estrategias. 


SEÑOR VERGARA.- Una de las estrategias es: "Reglamentar el accionar policial en la materia e 
incluir estas disposiciones en el futuro Reglamento de Procedimiento Policial". Esencialmente, esto 
implica la coordinación entre instituciones y contar con directivas concretas y claras para trabajar. 


Otra estrategia: "Fortalecer el funcionamiento de los Juzgados de Familia a través de la Suprema Corte de 
Justicia mediante la aplicación de mayores recursos humanos, materiales y financieros". La señora Fiscal 
hace un rato hablaba de Juzgados de Familia en el interior; aquí podrán ser Juzgados de Familia o 
especializados, pero sí habrá que darles el aporte que necesitan para que puedan trabajar correctamente. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Otra estrategia es: "Crear Juzgados, Defensorías y Fiscalías específicos en la 
materia". 


Como se puede apreciar, tanto las estrategias como las recomendaciones y los vacíos tratan de buscar 
soluciones a los temas, pero siempre fincando la preocupación en la especialización en la materia violencia 
familiar. 


También se habla de: "Potenciar a través de las Unidades Especializadas el accionar policial para permitir el 
seguimiento adecuado de los casos". 


SEÑOR VERGARA.- "Creación de alternativas, como albergues, etc., para dar asistencia inmediata a 
las víctimas". Creo que huelga extenderse más al respecto. 


"Brindar formación específica, con las perspectivas de Género y Derechos Humanos a quienes actualmente 
se desempeñan como peritos para que accedan a la habilitación como peritos forenses en violencia 
doméstica". La ley establece en un artículo específico este aspecto, pero, por distintas circunstancias, no se ha 
aplicado todavía. Ello conlleva una disminución importante de peritos que no pueden asistir a los Fiscales y 
Magistrados. 


"Promover encuentros entre los Parlamentarios" -es lo que estamos haciendo en este momento- "y demás 
operadores del sistema para sensibilizarlos y que brinden su apoyo a las recomendaciones del presente 
documento". 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Otra estrategia es: "Que las presentes recomendaciones sean elevadas al 
Consejo Consultivo" -eso ya se ha hecho- "y las instancias respectivas para su consideración en el 
primer Plan Nacional de Violencia e inclusión en los informes al Parlamento y a los Organismos 
Internacionales". 


El último punto nos atañe a nosotros y refiere a: "Crear una Comisión integrada por los participantes del 
Taller que elaboraron las presentes recomendaciones para que las presenten a las instancias involucradas en 
la implementación de la tutela, protección y promoción de las personas que están afectadas por la violencia 
intrafamiliar". 


Hasta aquí llegó nuestro aporte, luego de unos días de trabajo en conjunto. Hemos hecho entrega de un 
ejemplar del informe y esperamos que pueda serles útil, para lograr en el futuro un mejor aprovechamiento de 
esta ley, que constituye un gran aporte. Así lo destacaron los expositores en el seminario. Nuestro país es uno 
de los adelantados en cuanto a violencia doméstica ya que tiene una ley específica al respecto; podrá tener 
sus observaciones porque nada es perfecto; sin embargo, es perfectible. Lo que procuramos es la mejor 
aplicación de un instrumento tan delicado y útil. 


Muchas gracias por recibirnos. 


SEÑORA PERCOVICH.- Agradecemos muchísimo que se hayan puesto en contacto con nosotros tan 
rápidamente después de la realización del seminario. 


Se trata de un material realmente bien exhaustivo y ordenado sobre las dificultades que los operadores 
encuentran en la aplicación de la ley. Cuando la pensamos y logramos que se aprobara sabíamos que 
estábamos generando una cantidad de problemas debido a la falta de infraestructura y de gente preparada, así 
como a la desconexión que existe entre los organismos. Además, creamos coordinaciones que no eran las 
tradicionales en el sistema judicial y en el sistema administrativo 


Este es un material riquísimo que, además, ha sido muy preciso, organizado y fundado. Quiero trasladarles 
que la semana siguiente a la de la realización de su seminario, tuvo lugar otro que hizo el Poder Judicial. 
Nosotros creemos que estos dos seminarios implican un salto en calidad, en conciencia y en trabajo en cuanto 
a una mejor aplicación de la ley, así como un llamado de atención a quienes tienen la responsabilidad de 
proveer los medios para la aplicación de la ley. 


El Comisario Vergara estuvo presente en el seminario del Poder Judicial e hizo aportes importantes al mismo. 
Por ejemplo, pasa a ser de nuestra responsabilidad hablar con el señor Ministro del Interior sobre algo tan 
importante como que la mayoría de las denuncias entren por las Seccionales Policiales y después, por una 
disposición interna, desde la Seccional no se puedan comunicar con el Juez de Familia. El espíritu de la ley 
era que las denuncias ingresaran por el Juzgado de Familia, porque el delito ya existía y los problemas para el 
ingreso por Penal eran los que eran. Si por distintas cuestiones terminan entrando por Penal, vamos a seguir 
teniendo los mismos problemas que anteriormente. En esa área las recomendaciones del otro seminario -que 
todavía no nos han llegado- fueron bien interesantes. Allí se hizo una capacitación de los operadores que 
asistieron sobre las motivaciones de los seres humanos cuando se genera violencia. Los psiquiatras dieron 
una cantidad de elementos al respecto; si los Jueces no los tienen, dada la escasez de peritos en el tema, se 
vuelve muy difícil tomar una decisión. Por ello nos pareció especialmente importante ese aporte. 


Así como trabajamos con distintos operadores para la elaboración de la ley, también tomamos la 
responsabilidad de generar los fondos para que se aplique, en un momento especialmente difícil, ya que 
tuvimos una Ley de Rendición de Cuentas de gasto cero. El Poder Judicial ha enviado al Ministerio de 
Economía y Finanzas una propuesta que incluye, específicamente, lo que se requiere para las infraestructuras 
necesarias; se pide en una forma muy modesta y acotada a la escasez de recursos que tiene el país. Pero algo 
es algo; por lo menos es, por ejemplo, para la creación de peritos y la instalación de dos sedes específicas en 
Montevideo; lamentablemente, no fueron más, pero ese es uno de los problemas que genera la escasez de 
recursos. 


Seguimos peleando para que ese expediente que está en Presidencia tenga visto bueno y sea aprobado por el 
Ministerio de Economía y Finanzas. Esa es otra de las responsabilidades que esta Comisión seguirá 


manteniendo. Veremos si podemos convocar al señor Ministro de Economía y Finanzas por este tema, ya que 
nos había prometido venir cuando volviera del exterior. 


Por supuesto, estamos a su disposición para todas las sugerencias y angustias que nos quieran hacer llegar en 
cuanto a la aplicación de esta ley; todo lo que refiera a la coordinación y a trabajos para determinar quiénes 
tienen responsabilidades políticas de decisión en proveer los recursos. Ello conforma un programa de trabajo 
y de planificación dentro de la escasez, para ir proveyendo recursos en los lugares donde es más necesario 
solucionar problemas. 


SEÑORA LANZANTI.- Quiero recordarles que en el año 1995 se inauguró un refugio en el noveno piso 
del edificio de PLUNA, que estaba totalmente adecuado al funcionamiento; algunas de las señoras 
legisladoras estuvieron presentes en esa oportunidad. Se llegó a inaugurar, pero nunca entró en 
funcionamiento. No digo que en este momento ese edificio sea adecuado, pero sigue funcionando en la 
órbita del Ministerio de Educación y Cultura y, en su momento, se adecuaba a los fines de un refugio. 


Habría que revisar lo que hay y, de pronto, encontramos los lugares necesarios porque urge alojar a estas 
víctimas. Tanto en Penal como en Familia este es un tema que me preocupa mucho, porque no se sabe dónde 
derivarlas pues no tenemos lugares. Hay lugares que están inhabitados, es decir que perfectamente ya se 
podría trabajar sobre lo que hay. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Deseo que conste nuestro agradecimiento al trabajo que ustedes han hecho 
sobre un tema en el que los sabemos sensibles y preocupados -porque lo venimos compartiendo con 
muchos de ustedes desde hace mucho tiempo- aun antes de ser nosotras legisladoras. 


En reiteradas oportunidades lo he dicho y lo vuelvo a decir: ¡ojalá todo el mundo cuando salió esta ley, 
además de buscarle los contras y hacerle objeciones, hubiera hecho aportes! Por eso, cuando recibimos 
aportes lo primero que hago es agradecerlos, porque en definitiva se salió, por lo menos, a poner en el debate, 
en la agenda pública, en la agenda de todos los operadores -en esto todos y todas tenemos que ver- un tema 
que siempre estaba en la órbita privada, que siempre se manejaba de una manera que, por lo menos para 
quienes apostamos a una solución legislativa, no era la debida. 


Me parece bien interesante haber trabajado de esta manera, para detectar esos nudos que generalmente 
aparecen en la operativa. Nosotros desde acá no tenemos porqué conocer esos nudos, por lo que trabajar en 
conjunto nos facilita destrabar la situación -por lo menos, en la medida de nuestras posibilidades, porque 
también es cierto que debemos respetar la independencia de los Poderes- y salir a la búsqueda de voluntades, 
lo que en este tema no nos ha sido muy fácil. 


Cuando se nos presentan estos aportes, enseguida me provocan la inquietud de saber cómo seguimos. Lo que 
más me interesa es que esto no decaiga, que no se pierda. 


Con relación a las publicaciones, sabemos lo difícil que muchas veces se hace que todo el mundo tenga 
acceso a la misma información. También el tema del protocolo nos parece importantísimo. Recién 
hablábamos con algunas compañeras acerca de que habría que insistir con el Ministerio de Educación y 
Cultura para avanzar en el tema, de manera de seguir coordinando las acciones. Si algo queremos es, 
precisamente, trabajar colaborando. 


De pronto, hay algo que se nos escapa y ustedes nos podrían sugerir que es prioritario en todo esto; por lo 
tanto, nos gustaría que con la sinceridad con que nos manejamos en este tema -por algo estamos reunidos en 
torno a esta mesa- nos lo dijesen. 


Por supuesto que tenemos claro el tema de los refugios. Estuvimos en la citada inauguración en aquella 
oportunidad. Independientemente de si realmente es apto o no para un refugio de las características que 
buscamos, de hecho, lo que precisamos es algún lugar al que efectivamente podamos hacer los traslados. 
Cuando aparecen casos de violencia doméstica, yo sé lo que significa no tener lugares donde derivarlos. Al 
Faro le puse muchísimo cariño cuando fui Directora del INAME, pero también sé que hay muchísimos casos 
que no tienen dónde derivarse. 


Amén de que podamos hacer alguna gestión porque algunos inmuebles en el Estado todavía hay -nos consta 
que algunos se vendieron-, de pronto ustedes tienen alguno detectado, además del que aquí se mencionó, que 
podría ser apto para realizar allí algún trabajo. También se podrían fortalecer algunos convenios con 
instituciones que ustedes saben que efectivamente están llevando adelante actividades en este sentido y que 
con alguna ayuda podrían tener mayor cobertura. 


Ustedes son los especialistas y los que están haciendo trabajo de campo. Entonces, nos interesa trasladar esta 
pregunta como para seguir adelante y que estas iniciativas no caigan. 


SEÑORA CASTRO.- Con respecto a la parte locativa, lo que hicimos en Tacuarembó fue conversar 
con la Jefatura de Policía y con la Intendencia acerca de los lugares que están deshabitados - 
principalmente edificios- y se comprometieron a organizarlos para refugio de personas. 


En lo que refiere a los peritos -sé que no hay dinero para recursos humanos- puedo decir que, por ejemplo, 
cuando pedí una pericia no solo para la víctima sino para el agresor y los niños que habían estado en una 
situación de violencia, la perito psicóloga -aclaro que allá tenemos una oficina de seguimiento de las 
víctimas- informó a la Sede que no podía hacer un informe social porque no estaba capacitada para eso. 


Ya que estamos hablando de capacitación, capaz que podría extenderse esa posibilidad de especialización a 
esas mismas personas, de manera que no solo puedan atender a la víctima sino también al agresor. 


Hay como una especie de paradigma de que el violento no cambia; pero, en general, la violencia es un ciclo; 
yo tuve casos de gente que pegaba y cuando les preguntaba cómo lo habían tratado de niño me decían que 
también le habían pegado para educarlo. Creo que, a lo mejor, a esa gente lo que le falta es escuchar cuál es 
el concepto de violencia y que así no se educa, y eso se hace a través de un psicólogo o de alguien que pueda 
tratarlos. Es un tema sobre el que, como abogados, podemos tener la mejor buena voluntad, pero nos faltan 
herramientas. De repente, se puede capacitar a las mismas personas que ya tenemos, sobre todo en el interior 
que es donde más escasean los especialistas en esta materia. Por ejemplo, en Tacuarembó hay mucha gente 
que se ha recibido y que no tiene dónde trabajar; quizás, se podría aprovechar esa circunstancia. Como decía 
la señora Diputada, podría hacerse a través de convenios o de pasantías. Se podría buscar algún mecanismo, 
porque esa gente tiene ganas de trabajar pero no tiene posibilidades. 


También se podría extender el seguimiento, ya que otro de los problemas que tenemos es que después de que 
el agresor sale generalmente viene la señora a pedir que tengamos la piedad de archivar el caso porque -como 
decía la señora Fiscal- el hombre es el que la mantiene. Habría que hacer un seguimiento a ese núcleo 
familiar que, aunque uno no quiera, se vuelve a arreglar. Por ejemplo, cuando se hace la famosa audiencia 
para ver como está la situación, se sienta uno de un lado y otro del otro, se empiezan a mirar y él, por 
ejemplo, dice: "Yo fui a la casa porque soy electricista y le arreglé la bombita de luz". Y ella dice: "Porque él 
es el que hace las tareas de albañil". Y él te mira con una carita como diciendo "¿Me puedo acercar? Tengo 
prohibida la visita pero ella me precisa". Y ella también pone una carita como que está todo bien. Entonces, 
¿qué hacemos en esos casos? 


La ley tiene una finalidad que es la protección de la víctima, que debe ser ayudada; pero quizás también del 
agresor, ya que cuando vea que la ley lo está mirando, puede cambiar su comportamiento. 


Lo que siempre decimos es que no hay un seguimiento constante y no sabemos, como tampoco el Juez, hasta 
cuándo hacerlo. A veces los niños no se tienen en cuenta en este tema. Parece que como lo importante es la 
señora agredida y el agresor, los niños, que son los que viven toda esa violencia cotidiana, no deben ser 
atendidos. Es como que eso no está contemplado en la ley. 


SEÑOR IURRAMENDI.- Lo que voy a decir no es en representación de la Jefatura de Policía de 
Montevideo sino en mi nombre y en el marco de lo que me ha permitido conocer el grupo de 
compañeros con el que estamos trabajando en esta temática. 


La Comisaría de Mujeres -cuya Jefa se encuentra entre nosotros- tiene proyectado tener un local chico pero 
muy funcional, para atender los casos puntuales de violencia doméstica que está manejando la Dirección de 
Seguridad 


Quiere decir que ante hechos que son atendidos por cualquier Comisaría -futuro distrito- relacionados con la 
violencia doméstica, esa dependencia tendrá un soporte válido para refugiar en forma transitoria, a esas 
mujeres que son víctimas de violencia. ¿Hasta cuándo? Hasta que el agresor sea detenido y sometido a la 
justicia y se cumpla con el dictamen del Juez. El gran problema que tenemos es que no puede ser un refugio 
permanente. Entonces, la incógnita es qué va a pasar después de que esa persona deba retirarse del refugio. 
Ahí viene la parte de seguimiento que recién se mencionaba. Entonces, se da una respuesta, pequeña pero 
respuesta al fin, a lo que estábamos hablando. 


Creo que la Comisario de Castro cuenta con un muy buen equipo de psicólogos que tienen categoría de 
peritos. De pronto, la Policía puede brindar un apoyo a la justicia. 


SEÑORA DE CASTRO.- Soy Comisario de la Comisaría de Defensa de la Mujer y la Familia. Tenemos 
un equipo técnico chico, tres de cuyos integrantes ya tienen el título habilitante otorgado por el 
Instituto Nacional de la Mujer y la Familia como peritos, aunque no son reconocidos como peritos 
forenses. 


También debemos precisar dos o tres cosas. En primer lugar, establecer cuáles son los casos que van a las 
comisarías. El 99% ronda en delito o la falta, por lo cual, de hecho, debemos comunicarnos con el Juzgado 
Penal. De otra manera, estamos distorsionando un poco. En el 99% de los casos la mujer no va a decir sino a 
mostrar: "Yo fui golpeada", "Yo fui abusada" o "Yo soy violentada". Ahí ya tenemos la probable 
configuración del delito. 


SEÑORA PERCOVICH.- Depende de la gravedad del hecho, justamente, si ya se configuró un hecho 
muy violento y existe una prueba visible de que la víctima corre peligro. Pero nosotros podemos evitar 
que vaya a penal. 


SEÑORA DE CASTRO.- Aunque la víctima no tenga lesiones visibles, podemos llegar a configurar el 
delito que, lamentablemente, es lo más triste. Si vamos a la modificación del Código del Proceso Penal, 
se configura el delito con varios cuando se ha sufrido violencia. 


La otra situación se relaciona con lo que yo vivo y, por lo tanto, debo hacerme responsable de lo que digo. En 
las pocas oportunidades en que hemos llamado al Juzgado de Familia previamente, pensando, yo y mis 
oficiales, que era lo indicado, encontramos dos corrientes, y en una de ellas, nos dicen que nos escuchan, 
pero que demos cuenta al Juzgado Penal. De todas maneras, no debemos apartarnos de la realidad de la 
Comisaría, donde están los casos más tristes y más feos, y las organizaciones, o ustedes, no pueden palparlos 
como nosotros. Entonces, debemos comunicarnos primero con el Juzgado Penal, porque hay hechos de 
violencia que no han sido denunciados, lo que no significa que quien va no se ajusta a la verdad sino que está 
diciendo cuándo y cómo fue golpeada o abusada. El hecho de que en ese momento no tenga el hematoma no 
implica que la violencia no haya existido y que no exista la posibilidad de reunir la prueba para el Juzgado 
Penal. Son dos cosas que debemos depurar. Reitero: me he encontrado con las dos corrientes, el Juzgado de 
Familia que acepta y el que no. 


Veo que debemos apuntar a corto y a largo plazo. Hemos visto que el niño que crece en un ambiente violento 
va a repetir porque es el diálogo que aprendió. Yo me pregunto qué hacemos que no enseñamos desde 
Primaria, desde el nacimiento, en un hermoso país como el nuestro, en el que tenemos todo. Me parece que 
se trata de coordinar un poco. 


SEÑORA CALVO.- Creo que la ley se dictó para proteger a la víctima, y cuando decimos que primero 
debe comunicarse al Juez Penal o de Familia, creo que la ley no se posicionó en eso. Pensó en que hay 
que tomar medidas de protección y dijo quién debía tomarlas: el Juez de Familia, porque el Juez Penal 
tiene sus competencias en materia penal, de sancionar los hechos delictivos. 


Tal vez uno se pierde en ese razonamiento de primero uno y después el otro. La ley establece un artículo de 
coordinaciones que pretende que sean efectivas, es decir, que el Juez de Familia actúe dictando medidas de 
protección y el Juez Penal tome las medidas de represión de un delito o de una falta. Creo que no debemos 
preocuparnos tanto de eso. Tal vez la ley nos está diciendo que debe comunicarse a los dos simultáneamente 


para ser mucho más efectivos. Porque la ley prevé una coordinación, que los operadores se avisen entre sí en 
forma rápida y efectiva, porque lo que se quiere tutelar es la protección de la víctima. 


SEÑORA DE CASTRO.- A veces se da en la práctica, pero cuando el Juzgado Penal no dispone o no 
autoriza o queda bajo su responsabilidad, como hay Jueces Penales que nos han dicho, escapa a la 
Policía. 


SEÑORA PERCOVICH.- Ese problema que planteó el Comisario Vergara en el seminario es otro, el 
de la institución policial que tiene orden de dar comunicación al Juez Penal. Lo que plantea la doctora 
Calvo es otra cosa; la persona que llega a hacer la denuncia es porque tiene un golpe grave o está 
sumamente dañada. Pero eso no quiere decir que tenga que ir a Penal. Acá tenemos problemas de 
interpretación también en los Juzgados de Familia. Son las cosas que se están reflexionando a nivel del 
sistema judicial. 


Una de las cosas más importantes de esta ley es que estableció un consejo cuyo cometido, que no está 
cumplido, era que en 180 días debía tener un sistema de coordinación y de prevención. No íbamos a 
solucionar las cosas en 180 días, pero íbamos a saber cuántos peritos necesitábamos, qué cursos de 
capacitación era necesario hacer, etcétera. Por ejemplo, los Jueces necesitan peritos forenses y no se aceptan 
los cursos del Ministerio. Esas son las cosas que se supone que el Consejo ya debería tener instrumentadas. 
Es más: cuando desechamos el proyecto de ley que había elaborado la anterior Comisión consultiva de las 
administraciones anteriores ya se había esbozado un plan nacional de detección, prevención, etcétera. 
Nosotros no lo aprobamos, porque sabíamos que era imposible en este país con falta de recursos crear esa 
infraestructura por ley. Pero pretendemos que se llegue a eso. Ese borrador estaba y había que ir adecuando a 
la realidad que hoy tenemos en el país. 


SEÑOR VERGARA.- Creo que esta situación se zanja haciendo las coordinaciones necesarias entre las 
instituciones. La señora Diputada hablaba de la necesidad de comunicarlo al Ministerio del Interior, lo 
cual está bien, pero quizás habría que hacerlo en primera instancia en la Suprema Corte de Justicia 
para que disponga los instructivos adecuados para que los Juzgados de Familia que se estimen o que 
disponga la ley reciban las comunicaciones de nuestra parte. Luego, el Ministerio del Interior haría la 
comunicación de carácter rutinario estableciendo que a partir de tal fecha se deberá dar cuenta de 
todos los casos de violencia doméstica al Juzgado de Familia, al Juzgado en lo Penal y al Fiscal. Más 
que buscar problemas de interpretación o intentar discernir demasiado, lo que debemos hacer nosotros 
los policías -esa es nuestra competencia- es lo siguiente: ante la noticia de un hecho presuntamente 
delictivo, debemos enterar a los Magistrados. 


Quiero reafirmar lo que decía la doctora: esta es una ley esencialmente de carácter cautelar. Por lo tanto, 
aunque estemos ante una situación de delito -en caso de traumatismos u otro tipo de lesiones- y entremos al 
Juzgado de lo Penal, entiendo yo que el Juzgado de Familia es el que debe tomar la medida cautelar, que es lo 
que está llegando tarde. 


SEÑOR PÉREZ.- El tema en cuestión fue tratado en nuestro grupo, en el quinto vacío. 


En ese momento nosotros sosteníamos que, de acuerdo con la ley, la policía debía notificar coetáneamente al 
Juez de Familia y al Fiscal. Además de una serie de impedimentos de funcionamiento, el sistema imperante 
desde hace mucho tiempo ha acostumbrado a los policías a notificar al Juez Penal y estar a lo que el Juez 
decida. Comparto que la ley habilita la notificación -lo dije así en el grupo de trabajo- al mismo tiempo al 
Juez Penal y al Fiscal. Ahora bien: desconociendo el espíritu de la ley, eventualmente puede interpretarse, a 
partir de las coordinaciones que establece el artículo 21, que se notifica al Juez Penal y de ahí surge la 
obligación de notificar al Juez de Familia. 


Si bien queda claro que la ley habilita a notificar inmediatamente al Juez de Familia y al Fiscal, esta es una 
buena oportunidad para aclarar el punto y establecerlo expresamente, como forma de evitar las dificultades 
de funcionamiento y las interpretaciones que de alguna manera puedan generar dudas sobre ese aspecto que 
me parece medular. 


SEÑORA CASTRO.- Cuando la víctima hace la denuncia es porque generalmente tiene lesiones que 
han superado a las ya acostumbradas cachetadas que le da el compañero. Ese día se subieron de tono y 
ella llega a un extremo. Por lo general, la denuncia entra por lesiones, entonces, va a la sede penal y 
nosotros tenemos que ver si está comprendida en el artículo 321 bis y si ya hay denuncias anteriores, lo 
cual podemos constatar a través de memorandos que se solicitan a las seccionales, para tipificarlo 
desde el punto de vista penal. A su vez, a través de lo previsto por la ley, se deriva un testimonio a 
Familia, por el tema de las medidas cautelares. Esto es lo que generalmente se hace en Tacuarembó. La 
señora entra la denuncia por las lesiones sufridas y cuando se presenta por un problema de violencia 
psicológica, eso resulta difícil de detectar. Que el hombre le tire un plato al piso cada vez que van a 
comer 0 que grite, como eso por lo general entra por sede penal, el Juez entiende que es un tema de 
conventillo, por rencillas familiares que se van a solucionar. Y a veces muere ahí. 


Nosotros estamos aquí en Montevideo, pero esto hay que llevarlo al interior, donde los Jueces no asignan a 
este asunto la trascendencia que tiene. Conversando con los Defensores de Oficio advierto que en la 
Defensoría se aplica mal la ley, porque para sacar rápido una pensión alimenticia a favor de los niños o 
porque la mujer quiere sacar de la casa al hombre -porque tiene otro compañero-, el Defensor entra la 
denuncia como si fuera de violencia doméstica. Entonces, en los hechos no tenemos nada que ver con lo que 
está sucediendo. Eso lo he constatado en varios expedientes, en los que uno se pasa haciendo recursos, en un 
trabajo que en realidad es innecesario, porque ese no es el espíritu de la ley. 


SEÑOR RODRÍGUEZ..- Recogiendo las palabras de la señora Diputada Argimón, quiero decir que la 
ley muchas veces no trae consigo las soluciones a los problemas, sino que es un instrumento para que 
después los operadores que están a cargo de aplicarla podamos poner nuestra parte. En ese sentido, me 
parece muy positivo que se pueda lograr una coordinación, lo que se ha logrado desde la Comisión 
desde el congreso, aunando posturas, con un espíritu coordinado entre los representantes de la Policía 
y del Ministerio Público. También podría incluirse a la otra pata de la operativa que son los 
representantes del Poder Judicial, para tratar de lograr una mejor aplicación del instrumento legal. A 
veces existe la confusión de que la propia ley consagra la solución pero, en realidad, es un instrumento 
que, de acuerdo a cómo se utilice, puede llevar a una solución. 


En ese sentido, creo que la doctora Alda Facio -que es una de las abogadas que comenzó generando este tema 
sobre la perspectiva de género-, dice que se trata de un mecanismo de interpretación para lograr una visión 
distinta de la problemática. Entonces, creo que es fundamental un cambio de mentalidad en la interpretación 
de un instrumento, para adaptarlo a la conflictiva que trata de proteger. En ese sentido, hay un tema de 
tradición, justamente, que por una operativa ya instrumentada desde antaño la policía concibe de por sí al 
Juez Penal como su Juez natural. Ahora se trata de traer al escenario un Juez que actúe por vía principal y que 
tenga las facultades que la ley le concede. Por ejemplo, el Ministerio Público tiene la representación legal de 
los menores incapaces según el inciso quinto del artículo 10 de la Ley Orgánica, N* 15.365. Asimismo, el 
Código General del Proceso, en los numerales 2) y 4) del artículo 350 asigna al Juez de Familia o en materia 
de menores o incapaces las mismas facultades que al Juez de Instrucción del sumario penal. Sin embargo, 
muchas veces existe cierta burocratización, porque cuando uno habla con el Juez de Familia hay toda una 
operativa ya instrumentada. Se dice: "vamos a librar el oficio para", porque cuando uno llama por teléfono en 
realidad quien dice: "tráiganlo" es el Juez Penal. Yo no sé si puedo hacerlo. 


Entonces, creo que los instrumentos están. La forma de aplicación pasa por un cambio de mentalidad. 
Llegamos a la conclusión de que la ley es buena. Podemos hacerla mejor y más eficaz en la medida en que 
todos los operadores hagamos un cambio de mentalidad en la forma de arribar al tratamiento de la víctima. 
Muchas veces nos ha tocado conocer interpretaciones como las de que si la víctima no viene con asistencia 
letrada no se puede atender su reclamo, cuando en realidad la ley da al Estado la facultad de expropiarse del 
conflicto. Como decía la señora Diputada Argimón, como ese conflicto trascendía en órbitas privadas, el 
Estado debe expropiarlo para su tratamiento. Si dejamos el problema en manos de la víctima, muchas veces 
va a ocurrir lo que se decía antes: el señor vuelve con una miradita dulce. También está el gran problema de 
la dependencia económica, de qué hacer con los hijos, de adónde ir. A veces el remedio es peor que la 
enfermedad, porque la víctima queda en estado de desamparo, porque parecería que su problema está 
solucionado pero tiene el dilema de volver a la casa en una situación peor o quedar en la calle o con un 
familiar que no sabe cuántos días la puede tener o si va a recibir a sus hijos. 


Es importante entender el espíritu de la ley. En base a la problemática que intenta proteger, hay que tratar de 
ver hasta dónde está el deber del Estado de proteger a una persona que a veces hasta asume la problemática 
como algo que es su culpa y que tiene que pasarle. A veces piensan que si le pegan en porque lo merece, y no 
quiere que los demás se metan. Entonces, los operadores estamos mirando por la ventana y no nos animamos 
a golpear la puerta, cuando hay una ley que nos está diciendo: "golpee la puerta, y si no le abren, entre, vea 
qué es lo que pasa, tráigalo al Juzgado, analícelo y aplique todos los instrumentos". 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si bien muchas de las conclusiones y recomendaciones necesitan recursos 
económicos -que sabemos que no los hay-, la mitad son problemas de comunicación y de perfeccionar 
las coordinaciones entre los distintos actores. Está la voluntad de ustedes, y los Jueces también 
empezaron su capacitación. Entonces, pienso que no es tan difícil. 


En cuanto al tema de los refugios, vamos a averiguar en el Ministerio de Educación y Cultura qué pasó con el 
refugio que existía. También podemos conversarlo con otros organismos. En esta Comisión tenemos en 
carpeta un proyecto de ley que propone que viviendas desocupadas del Banco Hipotecario se destinen a este 
fin, en lugar de pagar el Servicio 222 para mantenerlas. 


Nos vamos a comunicar con el Ministerio del Interior, con la Suprema Corte de Justicia y con el Ministerio 
de Economía y Finanzas para tratar los distintos temas que nos han planteado. Los invitaremos a venir y 
trataremos de hacer ese nexo que a veces falta entre las instituciones. Esa es nuestra intención. 


En el tema de la capacitación, me parece muy importante que también todo el mundo se capacite para 
cambiar la mentalidad. Por suerte, hace poco tiempo en la Universidad está funcionando la Red Temática de 
Género, que está tratando de que esto se entienda a nivel de formación de abogados, médicos, maestros y 
todos los que tengan que ver con este tema. 


Me quedo muy contenta de ver que, en realidad, no se hacen objeciones a la ley en sí. Por algunas acciones 
que se han iniciado, parecería que la ley fuera un disparate, y sin embargo tanto lo que recogemos aquí como 
lo que recogimos con la señora Diputada Percovich en el seminario del Poder Judicial indica que se trata de 
detalles de coordinaciones. Desde ese punto de vista me quedo muy satisfecha. 


SEÑORA PERCOVICH.- Ustedes están constituidos como Comisión y van a seguir actuando como 
espacio de coordinación. Sería interesantísimo que esto se complementara con los operadores del 
sistema judicial. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Para uno que trabaja en Montevideo, lo más importante es la coordinación 
de actuaciones. Quisiéramos poder generar ámbitos de encuentro con los Jueces para poder discutir 
con ellos, porque yo, por ejemplo, trabajo con dos que aplican bien la ley, pero sé que hay otros que no 
la aplican. Tengo colegas Fiscales que tienen problemas porque quieren aplicarla bien y los Jueces no, o 
viceversa. La autocrítica la tenemos que hacer desde nuestro propio seno. Quienes entendemos que es 
una buena ley y hay que tratar de mejorar lo más posible su ejecutividad, queremos ámbitos de 
diálogo, pero no los logramos. Desde que se implantó la ley, los que podemos aplicarla lo hacemos, pero 
el tema es que no hablamos con otros porque no podemos. Solo hablamos con el Juez con que 
actuamos. Entonces, cuando cambiamos los Turnos puede ocurrir que no tengamos la misma 
receptividad del Juez. Por eso planteamos lo de la especialización y la concientización. Eso es esencial. 
La ley tiene todo para ser ejecutada. 


Voy a relatar un caso puntual. En el caso del arresto, cuando el victimario no cumple las medidas cautelares 
impuestas, se dispone su arresto por 48 horas. Eso no se cumple, porque el Juez de Familia dice que no puede 
ordenar el arresto sino que tiene que dar cuenta al Juez Penal para que lo haga. Este no lo hace, y no pasa 
nada. Pero la ley dice que el Juez de Familia lo puede hacer. Entonces, ¿por qué no lo hace? Eso es lo que no 
entiendo. Tienen temor, pero la ley les está dando el instrumento. 


SEÑORA PERCOVICH.- Antes de la existencia de esta ley, ya el Código General del Proceso permitía 
la adopción de medidas cautelares. Eso lo aprendí cuando trabajamos en esta norma. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Esa es la verdad, pero existe temor. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión agradece la presencia de nuestros invitados y queda a su 
disposición. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


